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DELEGADO 

DE Señor Representante Doreen Javier Ibarra. 

SECTOR: 

INVITADOS: Por Centro de Navegación Transatlántica, señores Mario Carlos Baubeta, Presidente; Robin 
Cooper, Secretario; Julio Sansalone, Coordinador; y doctor Ariosto González, Asesor 
Letrado. 


Por SINTEP, las señoras María Cristina Torterolo, Secretaria; doctora Mariselda Cancela, 
Asesora Letrada y señor Miguel Angel Venturiello. 


Por Ediles de Florida, señores Nelson Infante, Heber C. Martínez, Flavio González Franco, 


Hugo Serra Dalto, Tomás Ernaut, Cono I. Mattos, Secretario de la Comisión; Marcelo 
Guardia Mazza, Sindicato Curtiembre de Florida; Richard Gustavo Pastorín, Sindicato y 
Felipe Goiriena. 


SEÑOR PRESIDENTE (Falero).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Legislación del Trabajo tiene el gusto de recibir a una delegación del Centro de Navegación, 
representada por su Presidente, señor Mario Carlos Baubeta, por su Secretario, señor Robin Cooper Gibson, 
por el Coordinador, señor Julio Sansalone y por el Asesor Letrado, doctor Ariosto José González. 


El motivo de la convocatoria es doble. Por un lado, tiene que ver con una situación puntual planteada por ex 
trabajadores de la estiba en esta Comisión, reunión de la que creo habrán recibido la versión taquigráfica. El 
otro tema se relaciona con aspectos específicos que los atañen, particularmente, en lo que tiene que ver con lo 
que significa al país, desde el punto de vista de sus costos operativos, el tema de fletes, tanto la importación 
como la exportación de productos, y la visión que ustedes tienen -desde el punto de vista de su 
profesionalidad- en torno a la problemática de la casi inexistencia de una marina mercante nacional y a toda 
la problemática del embanderamiento. Estos son los dos temas que tenemos planteados y que han preocupado 
a la Comisión de Legislación del Trabajo. 


SEÑOR BAUBETA.- Voy a empezar por el primer punto, el de CAFE, que era del que teníamos 
conocimiento y ya veníamos preparados para tratarlo. 


El Centro de Navegación agradece a la Comisión de Legislación del Trabajo la convocatoria para poder 
exponer nuestra posición con respecto a la Comisión Administradora del Fondo Social de Vivienda de los 
Trabajadores de la Estiba, conocida como CAFE. 


Esperamos que nuestra participación motive a esta Comisión a actuar conjuntamente con los Ministerios de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y de Educación y Cultura, para encontrar una solución 
definitiva, evitando lo que puede llegar a constituirse a corto plazo en un grave problema social. 


Realizaré mi exposición sobre la base de una relación de hechos en forma cronológica. CAFE se regula por 
un acta de constitución y estatutos aprobados el 10 de abril de 1969, y rige sus destinos una Comisión de 
carácter honorario e integración paritaria. 


El contrato fue suscrito por la parte patronal por el Centro de Navegación y por la Cámara de la Marina 
Mercante Nacional y, por la parte obrera, por el Sindicato Autónomo de Estibadores de Ultramar SAEDU, 
por la Asociación de Guardianes, por la Asociación de Apuntadores y por la Sociedad de Capataces. 


El Fondo Social de Vivienda de carácter solidario se constituyó por un aporte exclusivamente patronal, que 
era recaudado por la ex ANSE, sobre los jornales generados por los cuatro gremios y depositados en la cuenta 
que CAFE mantiene en el Banco Hipotecario del Uruguay a tales fines. 


Posteriormente a la Ley de Puertos N* 16.246, del 8 de abril de 1992, por un acuerdo obrero-patronal, se 
concretó el retiro incentivado de la totalidad de los integrantes de los cuatro registros. Los incentivos estaban 
previstos por la ley y con un complemento que financió la actividad privada. Este hecho determinó que los 
registros quedaran vacíos y, como consecuencia, la ex ANSE dejó de facturar y percibir ese aporte patronal. 
Ante reclamos obreros, existen dictámenes de la justicia en tres instancias que confirman la no aplicación del 
aporte patronal porque no hay obreros en los registros. Los cuatro registros quedaron, de hecho, sin 
representación, porque para ser miembros de los sindicatos debían ser integrantes de los registros. Inclusive, 
a uno de los sindicatos firmantes del estatuto, SAEDU, le fue cancelada la personería jurídica. Se constituyó 
otra personería jurídica, Sindicato de Estibadores del Puerto de Montevideo, Registro C, apropiándose del 
nombre del sindicato anterior para actuar en CAFE. Por lo tanto, la representación de los trabajadores estaría 
severamente viciada, desde nuestro punto de vista. 


A la fecha, se han construido once complejos, de los cuales los cinco primeros fueron constituidos con fondos 
propios y los últimos seis con fondos del Banco Hipotecario del Uruguay. Totalizan cuatrocientas cincuenta y 
ocho viviendas, las que dan techo, aproximadamente, a mil ochocientas treinta personas. O sea que creo que 
ese es el fondo más grande que existe en el país. 


Como ya dijimos, CAFE administra el fondo social, siendo una Comisión paritaria de carácter honorario, 
integrada por delegados del sector obrero y por una delegación del sector patronal actuando en forma 
conjunta. 


Los ingresos que hoy percibe CAFE son, exclusivamente, por cobranza de cuotas de beneficiarios y usuarios 
de viviendas, valores que deben ingresar al Fondo Social, y de allí se pagan los gastos de administración, 
reparaciones y mantenimiento de viviendas, así como también la amortización de préstamos hipotecarios. 


A partir del segundo semestre del año 2001, se comenzaron a gestar distorsiones en la gestión administrativa 
y se pretendía tomar resoluciones sin la aprobación de la delegación patronal, en clara violación del Estatuto, 
lo que no fue aceptado por la patronal y llevó a nuestros delegados a situaciones extremas. 


Este hecho llevó a no participar en la Mesa, pero sí a cumplir con las responsabilidades de co- 
administradores en todas las acciones que se ajustaran a derecho y fueran aprobadas en forma conjunta. 


Es así que el delegado patronal firmó los cheques y transferencias de fondos depositados en el Banco 
Hipotecario del Uruguay para el cumplimiento de las obligaciones acordadas: sueldos, leyes sociales, 
honorarios, gastos de administración, reparaciones y mantenimiento de edificios, pago de amortización de 
hipotecas, y la suscripción de documentación relativa a las viviendas, para adjudicaciones y demás contratos. 


No se consintió firmar cheques para pago de personal contratado unilateralmente por la parte obrera, ni 
reparaciones no autorizadas, de acuerdo a los procedimientos preestablecidos, otros egresos no autorizados, 
préstamos al personal, etcétera. 


Teniendo presunción de que se estaban manejando ilegalmente fondos de cobranzas de cuotas abonadas en la 
sede de CAFE por los beneficiarios y usuarios de las viviendas, se cursaron en julio de 2002 varias notas a 
CAFE que establecían que cualquier tipo de pago debía hacerse mediante cheque o transferencia de fondos, y 
que los ingresos por cobranzas debían depositarse dentro de las veinticuatro horas hábiles de percibidos, de 
acuerdo a lo que establece el Estatuto. El no cumplimiento significaba falta grave, y el Centro de Navegación 
deslindaba toda responsabilidad por el uso que se diera a esos fondos. Además, se comunicó la no 
autorización de ingresos de nuevo personal o de técnicos asesores. 


También en julio de 2002 se intimó a la presentación de detalle de cobranzas, constancias de depósitos en el 
Banco Hipotecario del Uruguay, conciliaciones bancarias, libros de actas y registros contables y nómina de 
personal. 


No habiéndose recibido respuesta satisfactoria, el 19 de diciembre de 2002 se solicitó al Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente (Expediente N* 5187/2002), la intervención de CAFE 
y la fiscalización por parte de la Auditoría Interna de la Nación, en un todo de acuerdo con el numeral 4) del 
artículo 3* de la Ley_N” 16.112 y con el Decreto N* 233/98. 


Para el pedido de intervención al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente se 
identificó: tomar resoluciones sin la aprobación de la delegación patronal; la cobranza de cuotas de los 
beneficiarios no se depositan en el Banco Hipotecario del Uruguay; de acuerdo a lo establecido en el 
Estatuto; se creó en la contabilidad un rubro "Cobranzas a depositar", que funciona como una cuenta de caja 
y se manejan fondos en efectivo sin necesidad de la intervención patronal; se contrató personal sin la 
anuencia de la patronal y se paga de la cuenta antes mencionada; se manejan fondos de manera irregular, con 
graves perjuicios para los beneficiarios y futuros beneficiarios; se constataron faltantes de caja, los cuales no 
fueron justificados debidamente; atrasos contables y último balance al 31 de diciembre de 2000 y, el 
problema crucial más importante, de acuerdo con la proyección de los estados económico-financieros, es que 
habría fondos para el pago de hipotecas hasta el mes de diciembre de 2003. Tal situación traería aparejado un 
caos social y perjuicios financieros para el Banco Hipotecario del Uruguay, por lo cual debe encontrarse 
rápida solución. 


Con fecha 28 de febrero de 2003, se presentó en el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente copia de la denuncia penal formulada por CAFE ante el cobro en el Banco Hipotecario de un 
cheque por $ 153.200, cheque hurtado de la correspondiente chequera y emitido con firmas falsificadas. 


El 15 de marzo de 2003, se solicita la intervención administrativa de CAFE al Ministerio de Educación y 
Cultura, debido a los hechos denunciados al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente y se reitera nuestra interpretación de que la representación de los gremios se encuentra viciada de 
nulidad. 


Se envía nota al Presidente de CAFE, con fecha 18 de marzo de 2003, manifestando los puntos que se 
consideran preocupantes de la administración de CAFE y hechos detectados por Acta del Ministerio de 
Educación y Cultura y Acta N* 1.173 de la Comisión, de donde surge el atraso contable, el último balance 
cerrado al 31 de diciembre de 2000 y que se nombró un coordinador con remuneración. Dicha nominación 
recayó en un delegado, cuando el estatuto establece que los delegados no pueden recibir remuneración. Se 
comunica al Presidente de CAFE los pedidos de intervención solicitados a ambos Ministerios. 


Con fecha 22 de mayo de 2003, los delegados gremiales comunican por nota al delegado patronal el 
abandono formal de las representaciones firmadas por los cuatro gremios, incluyendo SAEDU, aduciendo 
que los fondos están siendo manejados por la parte patronal en forma unilateral e inconsulta. 


Dicha nota es cursada a los Ministerios de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y de 
Educación y Cultura, al Banco Hipotecario del Uruguay y al Banco República. Dada esta renuncia, la 
Comisión Directiva de CAFE queda disuelta porque la parte patronal no puede actuar sin la representación 
obrera. Se pide al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente aclarar debidamente 
la situación del manejo de fondos, entendiendo que la denuncia obrera constituye una difamación. Se reitera 
la urgente necesidad de la fiscalización por parte de la Auditoría Interna de la Nación y la intervención de la 
personería jurídica por parte del Ministerio de Educación y Cultura. 


A partir de esa fecha, no se ha podido dar cumplimiento a las obligaciones naturales y básicas de la 
Comisión: pago de sueldos, leyes sociales, honorarios, gastos de administración, amortización de hipotecas y 
demás. 


Con fecha 30 de mayo de 2003, se recibe una nota de los delegados obreros renunciantes que se reintegraban 
a sus cargos. La delegación patronal considera que los delegados deben ser designados por las respectivas 
representaciones de los gremios, si el Ministerio de Educación y Cultura certifica su existencia y legalidad, y 
nunca designarse por ellos mismos. Por lo tanto, no se acepta su representatividad, quedando sujeto a la 
decisión de los Ministerios. 


El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente cursó el pedido de fiscalización a la 
Auditoría Interna de la Nación, pero a la fecha no se han constituido en CAFE, encontrándose en trámite. 


El Ministro, doctor Guzmán, resolvió la intervención de la personería jurídica pero, a la fecha, no se 
efectivizó. Su concreción continúa en trámite. 


El Ministro de Vivienda, arquitecto Saúl Irureta, en la sesión de la Comisión de Vivienda, Territorio y Medio 
Ambiente del 15 de julio de 2003, expresó que acordó con la Auditoría Interna de la Nación la realización de 
auditoría a CAFE y su voluntad de liquidar el fondo social, en salvaguardia de las familias que ocupan las 
viviendas. 


Para finalizar, queremos dejar constancia en la versión taquigráfica que el delegado patronal nominado por el 
Centro de Navegación, señor Julio Sansalone, ha sido víctima de una campaña de difamación e injurias sin 
fundamentos, en prensa oral y televisiva, por integrantes el sector obrero, siendo su única culpa actuar -de 
acuerdo a las indicaciones de sus mandantes- en defensa de salvaguardar las responsabilidades de la parte 
patronal, como buen administrador, preservando que la utilización de los fondos se ajuste a derecho y sean 
destinados exclusivamente para el objetivo social de construcción de viviendas, y no para otros, protegiendo 
los derechos de los legítimos beneficiarios y de las familias que ocupan las viviendas. 


Como surge de lo expuesto, el Centro de Navegación ha advertido a las autoridades competentes el colapso 
del Fondo social con un año de antelación. Han transcurrido ocho meses y todavía se está a tiempo de 


encontrar una solución consensuada entre el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, el Banco Hipotecario y los beneficiarios y anteponerse a situaciones críticas. 


También estamos sumamente preocupados por resolver rápidamente la gestión administrativa y, en especial, 
la situación que viven los empleados administrativos y los asesores. 


Solicitamos a la Comisión su activa participación para resolver y encauzar este importante tema social y 
estamos a vuestra disposición para colaborar en lo que se estime necesario. 


SEÑORA TOURNÉ.- Muchas gracias por comparecer en la Comisión 


El tema de CAFE es viejísimo; hace por lo menos doce años que danza por aquí. 


Estuve muy atenta al informe brindado. Estoy de acuerdo en que nosotros, como Comisión, podamos 
participar en la búsqueda de una solución para un tema por demás complejo, pero quisiera conocer la 
sugerencia que tienen con respecto a este asunto. ¿Cuál es la orientación que ustedes, en tanto pertenecientes 
a CAFE, podrían impulsar o consensuar? 


SEÑOR BAUBETA.- La solución que proponemos -ya la hemos hablado con el Director Nacional de 
Vivienda- pasa por la liquidación del Fondo y que las viviendas y sus beneficiarios pasen al régimen 
general que tiene el Banco Hipotecario. Eso es algo que se puede instrumentar; solamente hay que 
trabajar. Hay cuentas individuales de cada beneficiario y el Banco Hipotecario podría hacer la 
redistribución de los valores de la hipoteca, la cuota parte de cada unidad, y pasar a un régimen 
general. 


Se estima que en diciembre el Fondo se va a vaciar y se debe trabajar tres, cuatro o cinco meses, a los efectos 
de hacer este tipo de liquidación y pasar -cuando el Fondo quede vacío- a un régimen general sin ningún tipo 
de traumas para los beneficiarios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión analizará tanto la comparecencia de los representantes de los 
trabajadores como la de ustedes y en la medida en que hay una participación del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, también la estudiaremos. Seguramente 
convoquemos al Director Nacional de Vivienda a los efectos de analizar si podemos generar un ámbito 
de trabajo en torno a este tema para encontrar una solución de común acuerdo entre las partes y evitar 
ese importante conflicto. 


Quisiera saber a cuánto ascienden mensualmente las actuales obligaciones de los beneficiarios para las 
amortizaciones de sus viviendas y cuál es el monto que posee actualmente el Fondo. 


SEÑOR BAUBETA.- En marzo el Fondo tenía 30.000 Unidades Reajustables; esa es la última 
información porque la delegación obrera cesó al contador, por lo que CAFE no tiene actualmente un 
profesional encargado de la contabilidad. 


Con respecto a lo que aporta mensualmente cada beneficiario, puedo decir que el promedio está 
aproximadamente en $ 1.300 o $ 1.400; eso es lo máximo que pagan los beneficiarios. Es decir que se 
recaudan alrededor de 1.700 Unidades Reajustables mensuales y se amortizan al Banco Hipotecario unas 
5.000 UR, por lo que el Fondo está subsidiando aproximadamente 3.300 Unidades Reajustables mensuales. 
Si a eso le sumamos el gasto de administración cuya financiación tiene que salir del Fondo, las 30.000 UR 
que existían en marzo estarían próximas a agotarse. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿El único ingreso del Fondo proviene de lo que pagan los beneficiarios? 


SEÑOR BAUBETA.- Sí; no hay otro ingreso. El Fondo fue muy importante desde su firma, en el año 
1969, hasta 1992 y se financiaba con un 8% de los jornales generados por los cuatro gremios. Eso 
permitió hacer las importantes obras que se realizaron. 


Al no corresponder el aporte porque las bolsas quedaron vacías lo único que se hizo fue administrar ese 
Fondo, ir amortizando las hipotecas frente al Banco Hipotecario y continuar con la cobranza de cuotas. Pero, 
evidentemente, va a llegar el momento en que el Fondo va a colapsar y por eso el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente debe actuar rápidamente junto con el Banco Hipotecario 
acordando con los beneficiarios el pasaje al régimen general. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De la comparecencia de la otra parte en esta Comisión me quedó la 
impresión de que surgía algún tipo de obligación del Centro de Navegación, a través del aporte de 
algún recurso para ese Fondo. No sé si esa fue una impresión personal o efectivamente fue manifestado 
por los comparecientes. 


SEÑOR BAUBETA.- Creo que eso fue manifestado por los comparecientes pero hay un dictamen de la 
Suprema Corte de Justicia, en Tercera Instancia, que dice que no corresponde. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Eso fue afirmado aquí con cierto énfasis. 


SEÑOR BAUBETA.- Sí; pero reitero que existió un recurso presentado por la parte obrera -por la 
Asociación de Guardianes y SAEDU- que llegó a la Suprema Corte, la que en las tres instancias dijo 
que ese aporte no correspondía. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Otro tema que también está en el ámbito de la Comisión tiene que ver con el 
desarrollo de la marina mercante nacional, hoy prácticamente inexistente. No sé si el Centro de 
Navegación tiene algún aporte para hacer al respecto o alguna modificación legal para proponer. Este 
es un tema que preocupa a la Comisión sobre todo teniendo en cuenta lo que el país gasta -todavía no 
tenemos la cifra; no sé si ustedes la conocen- en materia de fletes por productos exportados e 
importados y lo que puede ser el manejo de la marina mercante dentro de los ámbitos jurisdiccionales. 
Estos datos son de interés para nosotros para lo que hemos dado en llamar desarrollo de políticas 
activas de empleo. 


SEÑOR BAUBETA.- Esa no es una competencia directa nuestra. El Centro de Navegación está 
integrado por agencias marítimas, operadores portuarios y terminales de contenedores. La Cámara 
específica que tendría que ver con ese tema sería la Cámara de la Marina Mercante Nacional. Lo que 
nosotros podemos decir es que realmente hoy no existe marina mercante. En lo personal entiendo que 
tal como está estructurada actualmente la legislación relativa a la marina mercante, el país no puede 
competir con banderas de conveniencia y eso ha llevado al vaciamiento de los buques de bandera 
nacional que hoy casi no existen. 


Con respecto a los fletes internacionales en los últimos seis años ha habido una tendencia decreciente en los 
valores, la que ha pagado el país, el importador y el exportador, por la globalización, la gran competencia 
entre los armadores y la recesión del comercio mundial. Los fletes han tenido esa tendencia, que por cierto no 
ha sido a pagar más: al contrario. 


Las condiciones operativas del Puerto de Montevideo han permitido al comercio exterior gozar de esas 
rebajas de fletes. En los últimos tres o cuatro años ha habido una fuerte inversión en el área operativa que ha 
tornado al puerto muy eficiente, por lo cual resulta atractivo para los armadores internacionales operar en el 
Puerto de Montevideo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Usted manifestó que, por disposiciones legales, hoy no hay posibilidades de 
competencia de buques nacionales con el resto del sistema. No sé exactamente a qué tema se refiere. 


SEÑOR BAUBETA.- Me refiero a un tema de costos. Una bandera de conveniencia tiene mejores 
costos operativos, porque tal vez pague muy bajos salarios, lo que complica la competencia a una 
bandera nacional regulada. Esa es una realidad. 


Si los señores Diputados tienen tiempo, me gustaría contarles una anécdota. Estuve en una reunión con unos 
amigos y me decían que siempre tenían la intención de hacer un paseo en un buque de carga -algunos tienen 


cinco o seis camarotes-, por ejemplo desde Montevideo hacia Europa, recalando en muchos puertos. 
Entendían que esa era una oportunidad para visitar distintas ciudades haciendo un viaje largo, de quince o 
veinte días. Yo les comentaba que hoy no era conveniente porque si el buque lleva bandera alemana, quizá el 
capitán sea alemán, pero el resto de la tripulación seguramente sean tailandeses, coreanos, ucranianos. A mi 
juicio no era lo más recomendable y menos aún para un matrimonio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esperemos que pueda resolverse de la mejor manera un tema con una 
connotación social tan importante. 


Si no se hace uso de la palabra, solo resta agradecer a la delegación que nos visita por su presencia. 
(Se retira de Sala la delegación del Centro de Navegación) 


(Ingresa a Sala la delegación del Sindicato Nacional de Trabajadores de la Enseñanza Privada, SINTEP) 


——La Comisión de Legislación del Trabajo da la bienvenida a la delegación del Sindicato Nacional de 
Trabajadores de la Enseñanza Privada, SINTEP, integrada por María Cristina Torterolo, en su 
carácter de Secretaria, Mariselda Cancela Rodríguez -asesora letrada- y al señor Miguel Ángel 
Venturiello, como integrante del gremio. 


Con fecha 9 de julio ustedes remitieron a esta Comisión una solicitud de audiencia, fundamentalmente 
teniendo en cuenta la situación vinculada al subsidio por enfermedad, cuyo no pago afecta a los trabajadores 
de SINTEP. En función de eso hicimos esta convocatoria, a efectos de que nos informen al respecto y nos 
planteen cuál sería la solución para resolver estas dificultades. 


SEÑORA TORTEROLO.- Nosotros tenemos un gran problema que se está planteando a partir de 
diciembre del año pasado. Los trabajadores que, además de trabajar en la enseñanza privada trabajan 
en la enseñanza pública -en general docentes aunque no tienen por qué serlo-, no pueden cobrar el 
subsidio por enfermedad. Si bien la ley correspondiente no es de diciembre, un Director del BPS nos 
explicó que la reingeniería que se está llevando en ese organismo tiene como base al artículo 25 del 
Decreto-Ley_N” 14.407, que hicimos llegar a todos los legisladores a través de un repartido. En un 
repartido del BPS que nos fue entregado se hace referencia al no cobro de subsidio por enfermedad, en 
casos de doble empleo. Allí se transcribe el Decreto-Ley N* 14.407, publicado en el Diario Oficial el 31 
de junio 1975, con el número 19.569. 


Quienes van a hacer los trámites se encuentran con que en el sistema aparece que son empleados públicos y, 
si lo que cobran es superior a tres salarios mínimos -que es el tope que maneja el BPS-, se les certifica pero 
no se les abona nada por parte del Banco de Previsión Social. Esto nos genera otro problema. El doble 
empleo es consecuencia de los salarios sumamente bajos que perciben todos los trabajadores de la enseñanza. 
Además, al no cobrar por DISSE, se nos ve afectado un convenio que el sindicato tiene firmado -el Convenio 
de Grupo 41-, según el cual, en los subsidios por enfermedad, una parte la pagará DISSE y la diferencia la 
pagarán los empleadores. En una situación en que el trabajador tiene que pagar tiques y asistirse, esto 
significa que el trabajador puede cobrar el salario completo. A nosotros en estos momentos nos quedan 
trabajadores excluidos del sistema, lo cual nos trae muchas dificultades. Quienes están cobrando más de un 
salario es porque lo necesitan, pero en un caso de enfermedad algunos no pueden contar con esto. También se 
nos genera un problema con quien emplea, a las empresas, que desde 1985 hasta ahora tuvieron que subir los 
topes del BPS y cambiar. Por lo tanto, tuvieron que pagar una diferencia mayor, desde que firmamos el 
convenio hasta ahora. El planteo que hicimos en el Ministerio fue el siguiente: la Asociación Uruguaya de 
Enseñanza Católica -AUDEC- y la Asociación de Institutos de Enseñanza Privada se comprometieron a 
buscar caminos para encontrar una solución junto al sindicato. La solución es que el trabajador pueda cobrar 
todo el salario mientras está enfermo. 


A través del Director que representa a los trabajadores en el BPS nos enteramos de que hay un proyecto de 
ley presentado por el señor Diputado Pablo Mieres que apunta a derogar el artículo 25 ya citado. Esa 
situación nos haría volver a la situación anterior. Esa es una posibilidad. Nosotros lo que necesitamos es 
cobrar todo el salario y que no nos quede ningún trabajador fuera de ese beneficio, porque la situación es 
sumamente delicada. Este problema en la mayoría de los casos se nos da con docentes. En el único caso en 


que no se presentan dudas es cuando el cobro se da con gente que no está trabajando en la enseñanza pública 
pero que tiene alguna pensión. Como eso está por debajo de los tres salarios mínimos, el BPS le paga la 
diferencia y con ese certificado se puede presentar a la empresa para cobrar el resto. Esto nos perjudica a 
nosotros porque no tenemos una forma general de tratar a los trabajadores. A las empresas también las 
perjudica, porque algunas empresas provisoriamente están pagando el ciento por ciento del salario, hasta 
encontrar una solución, aunque el BPS no pague nada. Otras, en cambio, dicen que no, que esto les exonera 
de pagar. 


Lo que venimos a plantear a ustedes es que esta es una situación muy delicada y que no es difícil de resolver. 
Si se tiene voluntad, se pueden encontrar caminos con facilidad. 


SEÑORA CANCELA.- El artículo 25 del Decreto-Ley _N* 14.407 dice que el subsidio no es acumulable 
al seguro de desocupación ni a retribución de actividad ni al adelanto prejubilatorio ni a otros 
subsidios por enfermedad o accidente. De acuerdo con nuestra interpretación, este artículo no sería 
aplicable al caso del doble empleo, porque estamos aportando a cajas diferentes. Entonces, los 
trabajadores están haciendo aportes para recibir la retribución del subsidio y, por la aplicación que se 
hace de la reingeniería que se terminó de realizar en diciembre de 2002 en el Banco de Previsión Social, 
nos vemos ante este problema. Cuando el artículo 25 de este Decreto-Ley dice "otro subsidio" se refiere 
a otros subsidios compatibles, como el seguro convencional que reciben algunas personas o por 
intermedio de la caja de auxilio. Ahora, esos casos no nos suceden a nosotros, a los docentes de la 
actividad pública y privada a la vez, o a los que tienen trabajos en otras dependencias del Estado, sino 
que cuando el trabajador más necesita del subsidio, este se le niega por parte del Banco de Previsión 
Social. 


Entonces, nosotros patrocinamos que el artículo 25 sea derogado por los argumentos que ya hemos 
expresado. Esta disposición no alcanza a estos docentes por el hecho de tener dos relaciones laborales; el 
trabajador hizo los aportes y estuvo participando con parte de su salario durante todos los meses para tener un 
derecho, y no lo tiene. Hemos tenido situaciones muy penosas, por ejemplo, de trabajadoras a las que se da 
licencia por enfermedad dentro de la maternidad, pero no han podido cumplirla porque el Banco de Previsión 
Social les niega la retribución y, entonces, deben levantarse a ir a trabajar sin poder hacer la quietud necesaria 
ya que no pueden vivir solamente con la retribución que les da la actividad pública. Además de eso, hemos 
tenido problemas con las licencias pos parto, porque las trabajadoras tampoco han podido acceder a ellas. 


Al haberse establecido esta reingeniería de que a los trabajadores que tienen doble retribución se les toma el 
salario de la actividad pública como salario en actividad -no se lo tiene en cuenta por enfermedad, sino solo 
como salario en actividad-, este sería otro de los argumentos que esgrimimos por los cuales el Banco de 
Previsión Social nos tiene que dar la retribución correspondiente. 


Además, cuando se estableció el Convenio 287/85 con la enseñanza privada, ya estaba vigente el artículo 25 
de la Ley N* 14.407. A través del Convenio se estableció que para el caso de la licencia por enfermedad, los 
empleadores se comprometían a pagar el 100% del salario de los trabajadores que estuvieran en actividad. 


A raíz de que desde diciembre de 2002 el Banco de Previsión Social no paga nada, muchos de los centros de 
enseñanza privados no están dando ni un solo complemento a los trabajadores que están certificados por 
enfermedad. Entonces, en algunos casos se da el 25%; en otros, nada, porque la interpretación que se hace es 
que si el Banco de Previsión Social no paga nada, a ellos tampoco les corresponde pagar ningún tipo de 
complemento. 


Esta es la situación que venimos a plantear para ver si podemos encontrar una solución entre todos porque, 
precisamente, cuando el trabajador más lo necesita, no tiene cobertura, enfrentándose a una situación tan 
complicada como son los temas de enfermedad. 


SEÑORA CASTRO.- Creo que nos ha quedado muy claro cuál es la situación. La verdad es que acá no 
ha llegado el proyecto; seguramente, debe estar a estudio de la Comisión de Seguridad Social. En ese 
sentido, creo que sería bueno, señor Presidente, que nos pusiéramos en contacto con nuestros colegas 
de dicha Comisión para informarnos en qué estado está el trámite y buscar de consenso una iniciativa 
para poder solucionar una situación que, evidentemente, es tremendamente injusta para los 
trabajadores docentes y no docentes, como lo han explicado los visitantes. 


SEÑOR ACOSTA Y LARA.- Creo que es discutible si el tenor del proyecto de ley es de seguridad social 
o de legislación laboral. 


SEÑOR PRESIDENTE.- También puede ser de educación. 


SEÑOR ACOSTA Y LARA.- No. Tal como la doctora Cancela sabe, hay jurisprudencia notoria en la 
que se está muy dividido en cuanto al pago del seguro por enfermedad en ciertas condiciones así como 
también quién debe pagarlo. La doctrina en materia laboral se ha dividido mucho. Entonces, más allá 
del contacto que se haga con la Comisión, me parece que se podrá actuar en conjunto o que podremos 
solicitar que sea tratado en nuestra Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero formular algunas preguntas a los efectos de que el procedimiento 
quede establecido en la versión taquigráfica con absoluta claridad. 


Estamos hablando del artículo 25 del Decreto-Ley N* 14.407 del año 1975. En el año 1985 -diez años 
después-, teniendo en cuenta la vigencia de ese Decreto-Ley, ustedes firmaron un convenio salarial en el que, 
básicamente, se establecía que las empresas de enseñanza privada en caso de un trabajador enfermo 
complementarían el porcentaje de acuerdo con la normativa, hasta llegar al 100% del salario del trabajador, 
como si estuviera en actividad. ¿Eso es correcto? 


SEÑORA CANCELA.- Así es. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Luego se dice que por una reingeniería desde diciembre de 2002 el Banco de 
Previsión Social dejó de aplicar, tal como lo hizo hasta diciembre de 2002, el artículo 25 del Decreto- 
Ley, cambiando el criterio de aplicación. 


SEÑORA CANCELA.- El Banco de Previsión Social no aplicaba el_artículo 25 porque no estaban 
completos todos los datos de los trabajadores en la historia laboral, no se tenía los datos de toda la 
actividad que realizaban los trabajadores. Toda esa reingeniería en noviembre de 2002, y la aplicación 
empezó en diciembre de 2002. es decir, todo trabajador que hasta noviembre de 2002 estuvo enfermo 
en la actividad privada, recibió el pago del subsidio del Banco de Previsión Social. A partir de que se 
unificó todo el sistema y de que por el número de Cédula de Identidad se obtiene absolutamente toda la 
historia laboral del trabajador, el Banco de Previsión Social hizo uso del artículo 25. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nos queda un poco más claro. Es decir que la reingeniería a la que se hizo 
referencia obedece a la puesta en funcionamiento de la historia laboral a partir del año 2002, y hoy el 
Banco de Previsión Social tiene información de todos sus afiliados y sabe en qué casos o en cuáles no se 
tiene otros trabajados dentro de la enseñanza pública, por ejemplo. 


La pregunta obedecía a una razón presupuestal, porque hablamos de los beneficios que vierte el Banco de 
Previsión Social, que tienen una determinada dotación presupuestal. Pero como estamos hablando del año 
2002, el Presupuesto vigente es del año 2000. Por lo tanto, de alguna forma, tendríamos una cuestión ya 
resuelta. 


Agradecemos la presencia de la delegación. Trabajaremos sobre este tema y trataremos de hacernos del 
proyecto de ley presentado por el señor Diputado Mieres con relación a este tema. Inclusive, si es necesario, 
invitaremos a la Comisión que tenga el proyecto a los efectos de considerarlo. Quizá los estemos molestando 
nuevamente a efectos de afinar detalles con relación al artículo 25 del Decreto-Ley N* 14.407. 


(Se retira de Sala la delegación de SINTEP) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Comisión de Ganadería, Industria y Comercio de la Junta Departamental 
de Florida) 


——La Comisión de Legislación del Trabajo tiene mucho gusto en recibir al Presidente de la Comisión 
de Ganadería, Industria y Comercio de la Junta Departamental de Florida, Edil Nelson Infante, a los 


Ediles Heber C. Martínez, Flavio González Franco, Hugo Serra Dalto, Tomás Ernaut Fetter y Cono 1. 
Mattos León -Secretario de la Comisión-, y a los representantes del Sindicato de Curtiembre de 
Florida, los señores Marcelo Guardia Mazza, José Pérez Cavalli, Richard Gustavo Pastorín y Felipe 
Goiriena. 


La Comisión de Legislación del Trabajo de la Cámara de Representantes, en mérito a una solicitud recibida 
por parte de la Junta Departamental de Florida, de fecha 24 de julio de 2003, Oficio 351/2003, los ha invitado 
a participar de esta reunión, en particular, para tratar la grave situación que está atravesando la empresa 
KLADIL S.A. 


SEÑOR INFANTE.- En primer lugar, agradecemos a la Comisión de Legislación del Trabajo por 
habernos recibido. 


Concurrimos a este ámbito debido a que tenemos una inquietud con respecto a nuestro departamento. En este 
momento, Florida cuenta únicamente con una curtiembre, la cual ofrece 350 fuentes de trabajo, aunque 
actualmente 150 de estos trabajadores fueron enviados al seguro de desempleo. Para nosotros, esto constituye 
una gran preocupación porque, teniendo en cuenta las fuentes de trabajo existentes, la pérdida de 150 tiene 
una gran repercusión en el comercio. 


Hemos asistido a esta Comisión porque, a pesar de que la problemática se está dando en nuestro 
departamento, queremos compartirla y saber de qué forma podemos mediar entre los obreros y los 
empresarios, ya que en este momento los empresarios no quieren recibir a ninguna persona de nivel político. 
Por esa razón, hemos concurrido a esta Comisión a realizar este planteamiento, a los efectos de saber de qué 
forma podemos paliar la situación que se está viviendo en el departamento de Florida. 


Con respecto a los problemas que está atravesando la curtiembre, creo que los delegados del sindicato pueden 
referirse a ellos, ya que son los que conocen un poco más la situación. 


SEÑOR PÉREZ CAVALLI.- Voy a referirme, brevemente, a las dificultades que atraviesa la empresa 
en la que trabajamos. 


Hace un mes, el 4 de julio, recibimos la noticia, por un tercero, de que la empresa tenía dificultades 
financieras bastante graves; en un principio, se habló de US$ 800.000. La empresa se presentó en plena feria 
judicial a concordato en el Juzgado de Florida y lo obtuvo con una rapidez bastante asombrosa de acuerdo a 
las fechas que se manejaban, ya que salió en 48 horas. Debemos resaltar que el concordato favorecía a los 
trabajadores en una cantidad de situaciones. Además, tuvimos incidencia como tales, porque debimos hablar 
con el señor Juez para decirle que cuanto más rápido saliera era mucho mejor porque hacía diez días que no 
entraba cuero y si el concordato salía favorable, teníamos la posibilidad de que, ante la nueva gestión, pudiera 
entrar cuero como para recomponer en algo la situación. En este sentido, el abogado del sindicato y el 
sindicato tuvimos alguna incidencia, como así también el señor Intendente, quien estuvo junto a nosotros y 
habló con el Juez para que la gestión se hiciera lo más rápido posible, máxime teniendo en cuenta que nos 
encontrábamos en plena feria judicial. 


Entonces, como dije, el concordato se llevó a cabo, pero nos asombramos cuando comenzamos a conocer las 
cifras, porque ya no se hablaba de US$ 800.000 sino de US$ 7:000.000. 


Posteriormente, la empresa decidió dolarizar todas las deudas que se presenten en condiciones, es decir, con 
documentación, aunque inicialmente no se hubieran contraído en esa moneda, y pagarlas en 72 cuotas 
consecutivas. 


Desde ese momento tenemos un motivo de preocupación, porque luego de esa medida fueron enviados ciento 
treinta compañeros al seguro de desempleo y los que quedaron trabajando en la fábrica tuvieron muchos días 
de pérdida, y asumieron la responsabilidad de esperar hasta que las cosas se recompusieran y pudieran 
empezar a trabajar nuevamente. 


Lo que nos preocupa es que la empresa va a tener que asumir la responsabilidad de pagar aproximadamente 
US$ 100.000 por mes, lo que vemos bastante difícil en base a las condiciones en que está trabajando. 


Quiero aclarar que estamos manejando números supuestos, porque oficialmente no tenemos acceso a cierta 
documentación. La que podemos obtener es suministrada por algún compañero escrita a lapicera, por lo que 
no es oficial como tal. Si bien tenemos bastante información, no tenemos la necesaria como para poder hacer 
denuncias con seriedad. Lo que sabemos es que el concordato es por más de US$ 7:000.000 porque se nos ha 
informado por parte de los compañeros judiciales que han manejado el papeleo. Además, contamos con la 
copia primaria del concordato porque la empresa nos la entregó, aunque no tenemos los demás agregados en 
los que figuran los acreedores, con cifras exactas y formas de cobro, ya que no todos van a cobrar de la 
misma manera y con la misma rapidez. Lo que nos preocupa es que la empresa va afrontar dificultades 
financieras para poder pagar todo esto, más allá de que pensemos que no hubo equivocación en los números 
y que la fábrica preparó todo esto. Digo esto porque se dijo que esto ocurrió en los últimos diez días del mes 
de junio, pero después nos enteramos de que tenía deudas desde diciembre del año pasado. Por lo tanto, 
aparentemente, había cosas que se venían programando, o las dificultades venían de mucho tiempo atrás. 


Lo que nosotros pretendemos es hacer conocer la situación a todos los políticos -es decir, quienes nos 
representan- porque entendemos que es grave y puede llevarnos a tener problemas. 


En este momento se está trabajando al 50%, se piensa seguir trabajando a este ritmo, y se habla de una 
posible reestructura. 


Quince días antes de que sucediera todo esto -tenemos documentos- habíamos negociado con la empresa la 
posibilidad de incluir a muchos más trabajadores en la planilla y hablado de mucho más trabajo. Por lo tanto, 
nos asombró lo que sucedió en este corto plazo y nos sigue preocupando, por lo que queremos trasladárselo a 
todas las personas que podamos. 


Por otra parte, con el transcurrir de todo esto, recibimos documentación que nos asombra aún más. Esta 
empresa fue comprada hace seis años por el señor Jacobo Wolkowicz. Se trata de un inversor que compró la 
curtiembre El Águila, cuyos dueños tenían dificultades financiera y debían mucho en el Banco de la 
República. Al Banco de le debía más de US$ 11:000.000 por una parte, y este le vende al señor Jacobo 
Wolkowicz la curtiembre en US$ 1:350.000; US$ 100.000 se pagaron cuando se compró el boleto de compra 
venta -lo cual se hizo antes del remate; además, le aseguraron que iban a sostener el remate hasta 

US$ 2:000.000- luego se debían pagar dos cuotas de US$ 75.000, una a los diez días del remate y la otra 
noventa días después. Este dinero se pagó, pero luego, cuando se debían comenzar a pagar las otras cuotas en 
forma trimestral, hasta completarse los seis años, se pagó una sola y no se abonó ninguna más. Por lo tanto, 
actualmente, el señor Jacobo Wolkowicz debe US$ 1:041.000 en el Banco de la República por la compra del 
inmueble. Este señor, en un principio, fue patrón nuestro, pero luego cambió la firma y, posteriormente, la 
volvió a cambiar y "vendió" a los operarios a KLADIL -que actuó como inquilino- porque no podía manejar 
más la empresa. Por esa razón, nosotros no tenemos de dónde agarrarnos, ya que somos trabajadores de una 
empresa que es inquilina de otra que, a su vez, prácticamente no pagó nada al Banco de la República. 


Estoy dando esta explicación porque todo esto nos llena de preocupación, porque al final de la 
documentación del Banco de la República -voy a dejar una copia- hay un punto que dice que, en caso de 
incumplimiento por parte de Metropolitan Investment Corporation -que es la empresa del señor Jacobo 
Wolkowicz- del convenio a suscribirse, la sumas entregadas quedarán a favor del Banco República por 
concepto de multa, y para el caso de no ser adquirente el Banco República en un supuesto nuevo remate, las 
mismas se reintegrarán sin intereses a Metropolitan Investment Corporation. Esto, aunque conocemos poco 
de documentación -lo hemos leído con el abogado-, nos causa asombro porque, suponiendo que esta empresa 
pasara nuevamente a remate -si bien actualmente está en recuperación de activos; está por entrar en 
judiciales- y la comprara -en el peor de los casos- la misma empresa bajo otro nombre, se le devolverá el 
dinero; suponiendo que la compre otro, también se le devolverá el dinero que entregó para hacer uso del 
inmueble durante seis años. Además, si no la remata la misma empresa, de todos modos, cobró alquileres, y 
si lo hace, la utilizó. A esto se debe nuestra gran preocupación. Es de destacar que este documento tuvo buena 
influencia en la compra por parte del Intendente del momento, el señor Amaro. Después, también tuvo 
influencia el señor Arocena en otras negociaciones cuando se volvió a cambiar de firma. La verdad es que 
nos asustan que pasen cosas de este tipo porque influyen para que las cosas sucedan mal. 


Después de que los señores Diputados lean este documento van a poder comprobar que lo que estoy diciendo 
es cierto. Además, quizás ustedes puedan acceder a cierta documentación del Banco de la República que 
nosotros no podemos obtener, para conocer los pasos que se siguieron en este sentido. 


En síntesis, lo que nosotros sabemos es que se debe US$ 1:041.000 de los US$ 1:350.000 en que se realizó la 
compra. También conocemos los puntos que figuran en este documento, los cuales son de una gran gravedad 
porque se prestan para que las jodas sucedan y sean beneficiosas. 


SEÑOR GOIRIENA.- La documentación leída por el representantes del sindicato dio pie para la 
tramitación que hicimos como integrantes de la Comisión de Ganadería de la Junta Departamental 
porque, evidentemente, la Junta Departamental de Florida, por más que quiera, no puede buscar 
soluciones para una problemática de esa profundidad. 


Cuando los integrantes del sindicato de esta empresa concurrieron a nuestra Comisión, tomamos la decisión 
unánime de llevar a cabo estas gestiones, a los efectos de trasladar este problema a la Comisión de 
Legislación del Trabajo, para que los integrantes del Poder Legislativo puedan legislar a futuro. 


Por otra parte, quiero aprovechar la oportunidad para mencionar que el año pasado acompañé a esta 
Comisión trabajadores de la industria frigorífica de Florida. Para ese mismo día también estaba fijada una 
audiencia para los trabajadores de un frigorífico de Maldonado; me refiero al caso Orihuela. La prensa decía 
que Orihuela iba a comprar el Frigorífico Florida que había cerrado. En ese sentido, los trabajadores del 
frigorífico de Florida se pusieron en contacto con los trabajadores del frigorífico de Maldonado, quienes les 
informaron que el señor Orihuela había cerrado el frigorífico y les había quedado debiendo. Por ese motivo, 
la gente de Florida trasladó a la Comisión de Ganadería de la Junta Departamental esta preocupación, por lo 
que decidimos concurrir al Parlamento y yo los acompañé en esa oportunidad. Los trabajadores de Florida no 
van a venir nuevamente, pero en la prensa se está diciendo que los que compraron el frigorífico de Florida se 
pelearon entre ellos y trabajaron diez, quince o veinte días. Se creó gran expectativa pero la gente sigue sin 
trabajo. Cuando la Comisión de Ganadería acompañó la propuesta de trasladar este problema al Parlamento, 
me preocupé como Edil departamental -ya que este problema es del departamento de Florida, pero esto le 
puede pasar a cualquier otro departamento del país- porque ¿es posible que pasen estas cosas? 
Evidentemente, nuestra legislación permite o habilita que pasen hechos de esta naturaleza. En definitiva mi 
preocupación es que se corrija o mejore la legislación existente para que estos casos no se repitan. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tomaremos recaudo de la propuesta del señor Edil, que perfectamente 
podría ser presentada por escrito. En ese caso la Comisión recibiría la propuesta de nueva legislación, 
sin ningún inconveniente, y trabajaría en forma conjunta al respecto. 


SEÑORA CASTRO.- Saludamos a la delegación que nos visita. 


Comprendemos la preocupación de los trabajadores del sindicato y también la de los Ediles departamentales, 
que no solamente se preocupan sino que se ocupan de los problemas de la gente. 


Hemos escuchado la descripción de la situación realizada por los trabajadores y comentábamos con los 
colegas que tal vez esta Comisión de Legislación del Trabajo sea uno de los lugares en los que la 
"frustración" -entre comillas-, o las situaciones trágicas, se reiteran día a día y uno ve cumplirse el dicho de 
"A río revuelto, ganancia de pescadores". 


El dirigente sindical acaba de leer un texto y no es que uno no pueda creer que exista una disposición así, 
pero indigna que se produzcan una y otra vez situaciones de ese carácter, en las que no solamente se pueden 
estar violentando los derechos de los trabajadores, el emprendimiento y la situación departamental, sino 
además, como en este caso -que es un acuerdo con el Banco de la República-, afectando el dinero de todos 
los uruguayos y las uruguayas. 


Agradecemos lo propuesto por la delegación sindical en el sentido de que se nos haga llegar esa información. 
También es posible que nosotros solicitemos determinada información, pero queremos hacerles saber que 
para nosotros no resulta fácil hacernos de determinada información, si bien contamos con el mecanismo de 
los pedidos de informes. Se demora mucho tiempo en obtener esa información y luego se recurre a un 
mecanismo aprobado, que determina que pasado determinado tiempo sea la Cámara como tal la que solicita 
la información, pero esta no siempre es brindada por los organismos con la rapidez necesaria. No digo esto 
para eludir la responsabilidad sino para que tengan la información. 


Hay una situación muy concreta en relación al desmantelamiento que sufrieron durante un gran período las 
distintas curtiembres que operaban en el país. Esa no parece ser la situación actual pues aparentemente hay 
una especie de repunte o alza en la posibilidad de la colocación. Por tanto, quisiera conocer cuál es la 
valoración del Cuerpo legislativo departamental y del sindicato en relación a la viabilidad de la empresa 
desde el punto de vista productivo. 


El dirigente sindical hizo alguna mención con respecto a la disposición de los cueros. Quisiera saber cómo es 
eso, si están disponiendo de los cueros locales o hay otro tipo de situación. A la vez, quisiera saber si tienen 
problemas con la utilización de los taninos. 


Por otra parte, estamos observando situaciones en las que los trabajadores y trabajadoras han luchado mucho 
para reacondicionar el emprendimiento y luego de mucho trabajo y esfuerzo se ha podido hacer. Lo que 
nosotros queremos saber es no solo la viabilidad de este emprendimiento sino qué tipo de seguro de 
desempleo está establecido -y si es rotatorio o no- pues ustedes dicen que hay 150 trabajadores en seguro de 
paro. Además quisiéramos saber si hay alguna posibilidad de que se pierdan puestos de trabajo, porque 
ustedes informan que hay una posible reestructura planteada y en general cuando se producen reestructuras - 
en general; no digo que sea este caso en particular- existe la posibilidad de perder puestos de trabajo. 


Por otra parte, quisiera saber cómo está planteado por parte del sindicato el tema de poder hacerse -una vez 
resuelto el concordato- de la garantía para el cobro de los créditos laborales de los trabajadores que al 
momento del concordato tenía la plantilla de la empresa. 


SEÑOR INFANTE.- Vamos a decir la verdad. Durante estos últimos años se ha destruido el cincuenta 
por ciento del sector industrial; eso lo tenemos muy claro. También tenemos muy claro lo siguiente, y 
por eso tenemos que apoyar este emprendimiento. En el año 2001 el sector cueros y productos logró 
una exportación de US$ 230:000.000; en el 2002 alcanzó los US$ 240:000.00; las perspectivas para el 
2003 son de US$ 260:000.00 y para el año 2007 las perspectivas de exportación llegan a 
US$ 470:000.000. Esto se debe a que, como los señores legisladores sabrán, el sector agropecuario, a 
raíz de la aftosa y de la falta de mercados, tiene actualmente un stock de vacunos muy importante; este 
es uno de los picos más altos que tiene el país en stock de vacunos. Pero más allá de eso lo importante 
es que ese stock está formado por vacunos adultos, que no se pudieron faenar en su tiempo debido a lo 
que explicamos anteriormente. 


Se calcula que este año vamos a tener 500.000 reses para faenar y la cuenta es muy fácil: a US$ 30 por cuero 
estaríamos hablando de US$ 15:000.000, solo por el sector cueros. Creo que las perspectivas son más que 
excelentes y por eso no entendemos por qué estamos en esta situación, cuando se tienen los números en la 
mano. 


SEÑOR PÉREZ CAVALLLI.- Quiero aclarar que entregamos toda la documentación que tenemos 
relativa a los cambios de nombres de la firma -están mezclados pero seguramente se darán cuenta de 
cuál va primero-, y todos nombran la gestión que hicieron los Intendentes del momento colaborando 
con el señor Jacobo Wolkowicz en la compra de este bien y en los cambios de algunas firmas para bien 
de la empresa. 


Con respecto a la rentabilidad de la empresa debemos decir que somos algo atrevidos, porque nunca hemos 
tenido posibilidad de acceder a ningún número, no porque no lo hayamos querido. Hemos participado en 
negociaciones salariales bastante discutidas en las que nos hemos mostrado interesados por entrar en detalles 
sobre algunas cuestiones pero nunca se nos ha permitido conocer un número. Si sabemos algo es porque 
somos curiosos, pero todo es sobre supuestos. Lo que podemos decir es lo que informa la prensa y lo que uno 
ve. Esas cosas dejarían demostrado que el cuero tiene su rentabilidad. No es novedad que en el diario El País 
del domingo, tres semanas atrás, salieron publicadas las más grandes inversiones para el año 2003, y entre 
ellas figura la inversión que hará Branáa de unos US$ 10:000.000, en una nueva planta de terminación, es 
decir, una sección de la empresa donde van a tratar de llegar a la mayor calidad posible. Van a invertir ese 
dinero sin incluir la compra de los terrenos. Esa es una clara demostración -además de lo que ocurre en 
Paycueros- de que la industria del cuero tiene rentabilidad. No deben ser ningunos tontos los empresarios 
cuando gastan tanto dinero apostando a lo que pase en el futuro. Esa es la conclusión que uno saca, 
atrevidamente y con falta de seriedad, pero que la tiene que dar a conocer porque la situación es así. 


Nosotros hemos tenido muchas reuniones con nuestra patronal y nos han dicho que el mercado pone los 
precios de compra, pero sabemos que eso es parcialmente cierto. 


Nos agrada la pregunta, porque lleva a la demostración de que detrás de todo esto hay algo que no está bien y 
de que hubo algo malo. Además, esta empresa se equivocó en el año 1993, con estos dirigentes. Los 
Wallerstein, que hoy dirigen esta empresa, dicen que son empleados, pero ellos fueron quienes llevaron a que 
la empresa en 1993 quebrara. Hubo alrededor de US$ 50:000.000 de deudas que nunca más fueron cobradas, 
absolutamente por nadie. El quiebre fue total, llevó unos años más, y estas deudas no fueron pagadas. 


Hoy esa misma gente dirige y vuelve a tener inconvenientes con los números. Pensamos que, como tales, no 
son ciertos, pero lo podemos decir bajo supuestos, porque realmente no hemos entrado en documentación 
seria. La fábrica venía trabajando con 1.200 cueros -que es el máximo posible- como promedio, desde hace 
un año y medio hasta ahora, trabajando a "full". Y se vendía hasta el último día. No quedó nada de clavo y 
todo fue saliendo. Por eso nos asombra realmente la situación. 


No queremos entrar en detalles más allá de lo que podemos. Los Wallerstein, los Silberstein -nuestros 
actuales patrones que, a su vez fueron contadores de los Wallerstein en los tiempos de la quiebra- se ve que 
cobraban muy bien sus sueldos y pudieron comprar la fábrica. No nos interesa con quién, pero los 
trabajadores de la curtiembre "El Águila" -hoy día KLADIL- queremos seguir trabajando; no queremos 
perder ni un puesto y quisiéramos ver que nuestros convenios fuesen respetados. Primero queremos seguir 
trabajando sin perder ningún puesto y después deseamos ver si podemos conquistar todo lo demás. 


Estamos metidos en estas dificultades. No fuimos nosotros los culpables. Ojalá podamos salir de esto y por 
eso pedimos la ayuda a todos para que accedan a la documentación y comprueben que detrás de esto hay 
aparentemente una jodita bastante grande, que le hace muy mal al país, porque otra vez vamos a tener que 
pagar las deudas de los Wallerstein y de los Silberstein. Esa es nuestra gran preocupación. 


En cuanto al tema de la rotación en el seguro, nosotros tenemos un documento firmado con la empresa, de 
futura rotación, pero como el número es muy grande y hay idoneidades en ciertas tareas que no se pueden 
cambiar, no va a recaer sobre todos. 


Queremos decir que no todo es color de rosa. Hay muchas cosas que se nos prometen, pero que no se van 
cumpliendo. Hoy se hacen más cueros -promedio- que los que se hicieron el 15, cuando se empezó a trabajar 
nuevamente y no se ha tomado a mucha gente. Más bien se está apurando a la gente dentro de la empresa. 
¡Ojalá que la rotación la podamos lograr! Tenemos un documento firmado y esperemos que sea respetado. 


SEÑOR INFANTE.- En esos 1.200 cueros, con 350 obreros, la mano de obra tiene una incidencia del 
13%, mientras que la materia prima implica un 27%. Lo destaco para recalcar más los números. 


SEÑOR IBARRA.- Quiero dar testimonio de lo que está pasando en la curtiembre, en la ciudad de 
Florida. Me estaba fijando en la agenda que hace apenas cuarenta y cinco días estuvimos con 
integrantes del sindicato junto al señor Wallerstein, hablando sobre la empresa. Fue un diálogo 
importante y extenso, en el que se analizaron varios temas. Estaba planteada una pequeña 
problemática entre el sindicato y la empresa en cuanto a la permanencia o no de tres trabajadores que 
según la empresa habían entrado en forma provisoria, mientras que el sindicato reivindicaba que se 
mantuvieran en su trabajo. Todo hacía esperar que la empresa -insisto en que esto ocurría hace nada 
más que cuarenta y cinco días- continuara funcionando a plenitud y -según palabras del propio 
Wallerstein- con perspectivas de aumento en la producción. 


Nosotros recorrimos en más de una oportunidad la empresa y, desde el punto de vista tecnológico es una 
curtiembre de avanzada, muy importante. Por lo tanto, a nosotros también nos asombra y nos llama la 
atención que aparezca en forma repentina este tipo de situaciones que golpea no solo a los trabajadores que 
están desempeñando tareas en esa curtiembre sino también al departamento y la ciudad de Florida. Esta es 
una de las pocas fuentes de trabajo que tiene esa ciudad en este momento, porque como sabe la delegación, 
muchos de los emprendimientos de esa zona han fracasado, por uno u otro motivo. Todo esto es para nosotros 
una gran preocupación. 


En consecuencia, sin duda la Comisión de Legislación del Trabajo resolverá, sobre el particular, qué medidas 
habrá de adoptar en el futuro. Como Parlamento, sin duda, está en el espíritu de todos nosotros defender a 
ultranza las fuentes de trabajo. En un momento de crisis y de gran desocupación, no nos podemos permitir el 
lujo de que se cierren nuevas empresas o se den estas difíciles situaciones como la que se está dando con este 
pedido de concordato. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero formular varias preguntas. 


En primer término, deseo saber hasta qué etapa del proceso del cuero trabaja la empresa. En un principio, 
hace unos años atrás, esta curtiembre inclusive hacía prendas y luego trabajaba "wet-blue". Pregunto para 
valorar la mano de obra y el valor agregado que se pone al cuero. 


En segundo lugar, quiero saber si dentro del concordato llamado están calculados los créditos laborales por lo 
devengado, es decir, por lo que está obligada la empresa. 


En tercer término, si tuvieron acceso a la primera solicitud de concordato -tal como manifestó el señor Pérez 
Cavalli-, nos gustaría tener una copia, si fuera posible, de esa información, porque supongo que allí aparecerá 
ese monto de US$ 7:000.000. Quiero suponer que en la declaración de acreedores que se hace en la primera 
solicitud concordataria, se establece una cantidad de dinero, que no sé si podrán ser esos US$ 7:000.000, pero 
sería bueno tener la información. 


Por último, quiero pedir al Presidente de la Comisión de Ganadería de la Junta Departamental de Florida que 
aclare un término que expresó al principio de su exposición. Parecería como que hubiera habido algún tipo de 
gestión de intermediación, pero, por tratarse de miembros políticos, fue rechazada. No entendí muy bien esa 
parte y solicitaría que, si fuera posible, se aclare. 


SEÑOR PÉREZ CAVALLLI.- La explicación que se dio al Sindicato es que la empresa estaba en 
condiciones de trabajar de acuerdo con los clientes que se había conseguido porque, además, hubo una 
reestructura de clientes, también. No aparecen los clientes que compraban su buena cantidad, que 
llevaban a que la empresa vendiera 1.200 cueros por día. Se nos dijo que iba a trabajar con 800 cueros 
por día, de los cuales 400 salen en "wet-blue" para la empresa alemana BADEL, que está en la Ruta 1, 
que luego los termina -la mejor clasificación se los lleva esta empresa a medio curtir, en "wet-blue"-, y 
la otra parte se sigue hasta la terminación, lo que permite trabajar a este personal, por ahora. Según la 
empresa, no piensa crecer mucho en corto plazo en su número de trabajo. Contradictoriamente a lo 
planteado al señor Diputado Ibarra y al Sindicato muchas veces con relación a que era conveniente 
trabajar "a full" para que sus gastos fijos fueran mejor distribuidos, ahora se dice que conviene 
trabajar en un solo turno y en esta situación, muy diferente a la planteada históricamente; siempre 
decían que cuanta más cantidad de cueros se trabajara, mejor. Hoy van a trabajar en esta situación, 
aparentemente, por un largo período. 


Quince días después de presentarse a concordato, se envió a nuestro abogado, Julio Pérez Balandón, la copia 
del concordato. Allí se había pedido al abogado Boris Igelka, mediante expreso pedido, que no se la 
entregaran al Sindicato para que la viera. El abogado dijo que no tenía ningún problema de que la viéramos 
cuando quisiéramos. Dijimos que como entendíamos tan poco de la documentación, solo queríamos saber si 
había algo que nos interesara. Nos interesaba el volumen de plata y el compromiso de la forma de pago, 
porque se dolarizan las deudas que estaban en pesos y algunas de las deudas que se pagaban en setenta y dos 
cuotas, fueron acortadas, pagándose en menos cuotas o en forma diferente, y la forma de pago no sería 
presentada de la misma manera para todos. 


Con respecto a los trabajadores, se está al día con todo. Es decir, con el Estado -Banco de Previsión Social, 
Dirección General Impositiva- y con los trabajadores, se está al día en todo, hasta lo último. La semana 
pasada corrieron tres días un período de licencias por la situación económica, pero se pagó también. En ese 
aspecto, están al día con todos; no se debe absolutamente nada a nadie. 


SEÑOR INFANTE.- Tengo que dar cuenta de un antecedente. Como Ediles, siempre estamos en la 
piqueta de toda la ciudad, pero también somos la caja de resonancia de todos los problemas que existen 
allí. 


Cuando este tema se planteó, lo manejamos en la Comisión de Ganadería de la Junta, para luego pasarlo a un 
plenario. A través de los empresarios nos enteramos de que no querían recibir a ningún sector político para 
mediar ni para nada. 


De todas formas, el viernes presentamos una moción en la Junta, solicitando ser recibidos. Queríamos tener 
información de cómo estaba la "parte bancaria" -entre comillas-. La gestión la hicimos; creemos que no hay 
peor gestión que la que no se hace. De todas formas, ya habíamos manejado venir a conversar este problema 
con ustedes. La gestión la hicimos; no sé qué respuesta tendremos. Según parece, ellos no quieren recibir a 
nadie. 


Ahora, también aclaro algo. Si se me pregunta personalmente qué es lo que pienso -lo comenté con los demás 
durante el viaje-, diré que creo que estamos siendo conejillos de indias. Hace siete años ya licuaron una 
deuda muy importante; entonces, pienso que ahora -pido disculpas si estoy equivocado- están intentando 
hacer exactamente lo mismo. Entonces, ¿qué pasa? Nosotros movemos las fichas de ajedrez, ellos se mueven, 
nosotros también, los involucramos a ustedes, y nuevamente licuamos las deudas. Este es mi pensamiento 
personal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ustedes hicieron una especie de historia hasta llegar a esta empresa, 
KLADIL S.A.. Asimismo, mencionaron nombres de empresarios. Quisiera saber si se podría ordenar 
esta información en el tiempo, porque son insumos que luego la Comisión manejará cuando delibere el 
tema. 


SEÑOR PÉREZ CAVALLI.- En 1993, cuando sucedió el estallido de la bomba de pasar de 1.200 
trabajadores a 300, los Wallerstein Hermanos eran dueños de la curtiembre "El Águila". Cuando nos 
preguntan para quién trabajamos, decimos que para la curtiembre "El Águila" porque hay gente, 
como quien habla, que tenemos treinta años dentro de la empresa y siguen los mismos patrones 
atendiendo nuestros problemas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Por qué se dice que siguen los mismos patrones? ¿Porque siguen las mismas 
personas al frente? 


SEÑOR PÉREZ CAVALLI.- Desde que estoy en la fábrica nunca he conversado con otra persona que 
no sea Ricardo Wallerstein; hoy es Gerente General. 


En 1996, Jacobo Wolkowicz, quien es muy conocido en el medio empresarial porque es el Presidente de un 
grupo económico judío muy grande, apareció como nuevo inversor. Nosotros hicimos muchas gestiones ante 
el Banco de la República Oriental del Uruguay, junto con el Intendente, apresurando para que pudiera 
comprar el boleto antes de que saliera el remate, porque dio su palabra de seguir trabajando en la empresa. 
Nosotros habíamos escuchado que había colegas curtidores que tenían intenciones de comprar la fábrica para 
mantenerla parada, para quitar un competidor del frente. Entonces, hicimos las gestiones con Wolkowicz y 
con el Intendente Amaro en ese momento, ante el Banco de la República Oriental del Uruguay; muchas de 
ellas las hicimos ante el contador Rodríguez Batlle, que era el vínculo que tenía el Intendente Amaro, para 
que saliera todo rápido. Se otorgó el boleto del remate al señor Wolkowicz antes de que sucediera el remate, 
previa entrega de US$ 100.000, y el Banco de la República Oriental del Uruguay lo cubría hasta 

US$ 2:000.000 en la venta; él pagaba US$ 350.000, pero hasta US$ 2:000.000 lo sostenía el Banco. Si 
aparecía un inversor con US$ 2:000.100 o US$ 2:000.050, marchábamos. Tal vez teníamos mejor futuro, 
pero eso no se sabe. Es decir, la compra fue efectuada por el señor Wolkowicz, quien pagó -como dije, 
leyendo el documento de una parte de la negociación- US$ 100.000, US$ 75.000 diez días después del 
remate, otros US$ 75.000 noventa o ciento veinte días después y luego pagó una de las cuotas trimestrales 
que se debían pagar hasta el sexto año -que se estaría venciendo ahora- y después no pagó más. 


El señor Wolkowicz después de haber estado dos años al frente de la fábrica, a quien veíamos todos los días 
en Florida y con quien íbamos a todos lados, ya que si teníamos que venir a Montevideo él nos traía, no 
apareció más. Después de un tiempo, un día apareció diciendo que la empresa no tenía la rentabilidad que él 
creía necesaria para sus inversiones. Nos dijo que no se trataba de que no hubiera rentabilidad, sino que no 
eran las adecuadas para las inversiones de la empresa que representaba y que como tal, la iba a arrendar o 


vender. Entonces, se la arrendó al señor Silberstein. El señor Wolkowicz tenía a todos los Wallerstein 
trabajando para él. 


Posteriormente, el contador Jorge Silberstein apareció como futuro representante de la empresa y la alquiló; 
en ese momento pasamos a ser KLADIL. Este contador, que fue el histórico contador de la curtiembre El 
Aguila y del señor Wolkowicz, pasó a ser arrendador de la empresa y patrón nuestro. En ese momento nos 
trasladaron a una nueva firma y, sinceramente, no nos dimos cuenta de que al pasar de una firma a otra 
perdíamos la posibilidad de acceder algún día a los créditos laborales, a rematar la fábrica o a quedarnos con 
alguna máquina. Actualmente, seguimos perteneciendo a la empresa KLADIL, con el señor Silberstein al 
frente, a quien prácticamente no conocemos, porque los Wallerstein han sido quienes han manejado la 
situación hasta hoy en día. Se trata de una historia un poco cómica pero realmente sucedió así. Hoy somos 
empleados del señor Silberstein pero no lo conocemos. Lo vimos una vez sola cuando el nuevo dueño visitó 
la fábrica. Reitero que los señores Wallerstein han sido quienes siempre han tratado con nosotros, 
principalmente el señor Ricardo Wallerstein. 


SEÑOR BENTANCOR.- A través del relato de la situación que han hecho los señores Ediles y los 
señores trabajadores nos hemos hecho una composición de lugar, la cual nos permite señalar que 
estamos frente un caso más de dificultad de trabajadores. Si bien no conocemos mucho de esa rama de 
actividad, parece claro que en esta oportunidad podemos estar frente a un ilícito de proporción. Por 
ello, creo que la Comisión deberá tratar de saber si estamos frente a esas clásicas calesitas que se van 
haciendo, que hemos visto en otro tipo de emprendimiento y que muchas veces no hemos tenido la 
posibilidad de saber cómo se ha producido ese encadenamiento. Aquí parece claro que un mismo 
emprendimiento productivo va pasando de mano en mano, llega a determinados niveles y de pronto 
aparecen deudas de la magnitud de US$ 7:000.000, por lo que luego el Banco de la República sale a 
rescatar lo que puede y, de pronto, se arregla con US$ 2:000.000, y se reengancha otro, pero al final no 
sabemos si estamos hablando con otro empresario o con la misma persona. Por lo cual -más allá de que 
esto se discutirá después en la Comisión-, creo que estos temas deberían interesar inclusive, a la 
División correspondiente del Banco de la República, para que se pueda obtener alguna explicación 
acerca de lo que ha estado sucediendo con este tipo de emprendimiento. Además, por cierto, creo que 
deberíamos consultar a alguno de los actuales delegados de la empresa para que, de alguna forma, nos 
puedan dar claridad sobre este tema. 


SEÑOR INFANTE.- Lo que queremos solicitar a los miembros de la Comisión es que nos brinden el 
mayor apoyo posible. En Florida debemos soportar, como lo hemos hecho, que los obreros de las 
curtiembres -más que nada las mujeres- pierdan el cabello, que se padezcan enfermedades en la piel, 
que tengamos aguas servidas -que a veces también ha pasado- y que estas personas padezcan un gran 
estrés. Ello se debe a que estos señores les dicen que hoy trabajan pero mañana no saben, y así los 
tienen a todos apretados. Cabe señalar que, además de esta curtiembre, contamos con una planta de 
CONAPROLE y con otra curtiembre llamada El Batallón. Por eso pedimos encarecidamente a los 
señores Diputados que trabajen con nosotros, los integrantes de la Comisión de Ganadería de la Junta 
Departamental, mano a mano, para ver qué podemos lograr en Florida. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con los favores de San Cono, seguramente, algo más lograremos. 


La Comisión de Legislación del Trabajo agradece la presencia de los señores invitados y se mantendrá en 
contacto con la Comisión de Ganadería de la Junta Departamental de Florida y con el Presidente de la Junta, 
como corresponde. De acuerdo a lo que hemos conversado, vamos a seguir averiguando acerca de este tema, 
sobre todo, teniendo en cuenta alguno de los cuestionamientos que se han realizado. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


